
QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 212 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA 

DIPUTADA VERÓNICA DELGADILLO GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 

CIUDADANO 

La suscrita, Verónica Delgadillo García , diputada del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano, con fundamento en lo establecido por los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración la siguiente iniciativa 
con proyecto de decreto mediante el cual se reforma y adiciona al artículo 212 del 
Código Penal Federal , en materia de delitos por hechos de corrupción bajo la siguiente: 

Exposición de motivos 

I. México padece de altos índices de corrupción, los cuales generan una gran desconfianza 
hacia las instituciones públicas y hacen visibles los efectos negativos que tiene la corrupción 
en la inversión, en la productividad, e incluso en el bienestar de las familias. 

Transparencia Internacional a principios del año pasado, dio a conocer los resultados del 
Índice de Percepción de la Corrupción 2015, donde México desde el año 2012 sigue sin 
tener un avance en dicho índice ya que sus resultados durante los últimos cuatro años han 
sido prácticamente los mismos, siendo 34/100 o 35/100. (En la medida en que el resultado 
se acerque al número 100 se considera como menor corrupción.) 

Por lo que podría afirmarse que en México se encuentra paralizada la percepción de la 
corrupción,1 y que los efectos positivos de las reformas constitucionales en materia de 
transparencia y anticorrupción aún no se han visto reflejadas en la opinión pública de 
nuestro país: 

“En el Índice de Percepción de la Corrupción 2015, México se mantiene por detrás de las 
economías más consolidadas y de sus principales competidores económicos. Entre las 
34 economías que integran la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económica (OCDE), México volvió a ubicarse en el último lugar (34/34) y le separan 86 
y 79 lugares de sus principales socios económicos –Canadá y Estados Unidos– 
respectivamente. Incluso Brasil, cuya calificación empeoró 10 por ciento respecto a la del 
año anterior, se encuentra 19 lugares arriba de México.”2 

Respecto a la percepción que se tiene de la corrupción, así como en qué instituciones y en 
qué trámites se padece más en México, es de mencionar de forma similar los datos que 
arrojan tanto la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental como la Encuesta 
Nacional de Victimización y Percepción de la Seguridad Pública, ambas levantadas por 
parte del Instituto Nacional de Geografía y Estadística (Inegi) 

El primer instrumento mencionado arroja que existen más de 24 mil experiencias de 
corrupción con algún servidor público por cada 100 mil personas.3 Incluso en dicha 
percepción de corrupción el 88.3 por ciento de la población considera que este tipo de actos 
son -muy frecuentes- o –frecuentes- y que la inmensa mayoría de los actos de corrupción 
se encuentran relacionados con instituciones de seguridad pública.4 

En las fuerzas policíacas, en los partidos políticos, en el ministerio público y en los gobiernos 
estatales son los principales sectores donde se percibe una mayor corrupción. Lo cual pude 



llegar a ser corroborado por los mismos tipos de trámites en donde se percibe con mayor 
frecuencia este delito.5 Los trámites que representan un mayor porcentaje en la comisión 
de éste delito son: permisos relacionado con la propiedad; otros pagos, trámites o 
solicitudes; trámites ante el ministerio público; y trámites ante juzgados o tribunales.6 

Prácticamente la percepción sobre la frecuencia de corrupción se encuentra en todos los 
ámbitos de gobierno, por lo que además de los sectores anteriormente mencionados 
también se encuadran en esta percepción a los diputados y senadores, a los gobiernos 
municipales, al gobierno federal, a los institutos electorales, sindicatos, jueces y 
magistrados, empresarios y medios de comunicación.7 

En un sentido similar se puede apreciar la gran desconfianza sobre las instituciones 
encargadas de la seguridad pública y de procuración de justicia, como lo demuestra la 
Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública,8 ya que en su 
apartado de percepción del desempeño institucional, los peores niveles de confianza hacia 
autoridades se encuentran en contra de la policía de tránsito, de la policía preventiva 
municipal, en el ministerio público y procuradurías, en la policía ministerial o judicial, en la 
policía estatal y en los jueces.9 

Para los fines que busca la presente iniciativa, es indispensable retomar los resultados de 
la investigación realizada por parte del Centro de Investigación y Docencia Económicas 
(CIDE) y el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO) a cargo de la investigadora 
María Amparo Casar, denominada México: Anatomía de la Corrupción, donde básicamente 
se da a conocer un claro panorama sobre los principales indicadores sobre la corrupción 
en el país, así como una explicación sobre sus causas, efectos y costos siendo ésta una 
verdadera “fotografía de cómo nos vemos los mexicanos a nosotros mismos y cómo nos 
perciben y califican en el mundo en materia de corrupción, de los partícipes de la corrupción, 
ya sea del lado de la oferta o la demanda, de la frecuencia con que se practica y la 
permisividad frente a ella, de la tolerancia social frente a los actos de corrupción, y de los 
costos que se pagan por permitirla”.10 

En dicha investigación es posible corroborar los resultados arrojados por Transparencia 
Internacional que se mencionaron anteriormente, e incluso es posible identificar otra serie 
de publicaciones y organizaciones que llevan a cabo una metodología similar para obtener 
una medición respecto a la percepción, participación y actitudes frente a los actos de 
corrupción. Dentro de dichas publicaciones y organizaciones se encuentran: el Índice de 
Competitividad Global; Latinobarómetro; el Reporte de Integridad Global; los Indicadores 
Globales de Gobernabilidad del Banco Mundial; y el Índice de Estado de Derecho. De los 
cuales se afirma son indicadores imperfectos,11 pero que permiten sistematizar y comparar 
a nivel internacional el comportamiento de la corrupción. 

En ese mismo proceso de sistematización y comparación, la investigación citada permite 
analizar un aspecto relevante: el costo económico de la corrupción. Ya que pareciera que 
entre mayor producto interno bruto per cápita de un país su calificación en el índice de 
percepción de la corrupción es mayor, por lo tanto menos corrupto:12 

“Según la Encuesta de Fraude y Corrupción de KPMG (2008), 44 por ciento de las 
empresas en México realizaron pagos extraoficiales a funcionarios públicos; es decir, 
fueron partícipes de la corrupción.” Las principales razones para caer en estas 
actividades de corrupción fueron para “agilizar trámites, obtener licencias y permisos o 



participar en licitaciones, impedir abusos de autoridad, ganar contratos y participar en 
licitaciones.”13 

El soborno a políticos de alto nivel o partidos políticos, el uso de relaciones 
personales o familiares para obtener contratos públicos y el soborno a funcionarios 
públicos de nivel inferior para acelerar trámites, son las tres principales causas 
donde las empresas realizaron pagos extraordinarios, según el índice de Fuentes de 
Soborno que realizó Transparencia Internacional. 14 

Los costos de la Corrupción en México, con los resultados en que se encuentra nuestro 
país, se traducen en lo siguiente: 

* Respecto a la inversión se deja de captar hasta un 5 por ciento menos según el Fondo 
Monetario Internacional; 

* Si tan solo se pudiera subir un punto en la calificación del Índice de Percepción de la 
Corrupción se podría aumentar un 2 por ciento en la productividad de capital según el 
IMCO; 

* Respecto al ingreso de las empresas, es posible contabilizar una pérdida de 5 por ciento 
en ventas según Ernst & Young,15 y; 

* En cuestión al costo de la corrupción en relación con el producto interno bruto, 
diferentes organizaciones internacionales señalan que representa un alto porcentaje, ya 
que Forbes, el Banco Mundial e incluso el Banco de México lo colocan en un 9 por 
ciento.16 

Además de los costos económicos también se encuentran los políticos y los sociales, 
respecto a la insatisfacción con la democracia Latinobarómetro arroja un 37 por ciento como 
apoyo de la democracia y un 27 por ciento en la satisfacción con la democracia. Y referente 
a los costos sociales, el bienestar de las familias se ve afectado ya que un 14 por ciento del 
ingreso promedio de los hogares se destina a pagos extraoficiales.17 

II. La presente iniciativa tiene por objetivo establecer la imprescriptibilidad de los delitos de: 
uso ilícito de atribuciones y facultades; concusión; ejercicio abusivo de funciones; tráfico de 
influencias; cohecho; peculado; y enriquecimiento ilícito. Por lo que se estaría evitando la 
prescripción para ejercer la acción penal, y aplicar sus sanciones por el simple transcurso 
del tiempo, en contra de los servidores públicos que cometan este tipo de delitos. Dicha 
propuesta considera diferentes elementos que pueden llegar a justificar que este tipo de 
delitos cometidos por servidores públicos sean imprescriptibles, principalmente por las 
repercusiones que tiene la corrupción en el desarrollo económico y social de país. 

Los delitos cometidos por servidores públicos vulneran los derechos humanos, ya que el 
desvío de recursos o de sus mismas facultades y obligaciones conllevan a una desigualdad 
social aparentemente imperceptible, pero que genera un daño directo a las oportunidades 
de desarrollo para mejorar el bienestar y calidad de vida de las personas. Siendo 
fundamental contribuir en uno de los principales objetivos de nuestro nuevo sistema de 
anticorrupción, que es acabar con la corrupción, ya que las repercusiones ocasionadas por 
este mal en México tienen un mayor significado social del que se estima. 



III. Uno de los instrumentos internacionales fundamentales que la presente iniciativa toma 
en consideración, es la Convención de la Naciones Unidas Contra la Corrupción, la cual 
establece una serie de principios que permiten prevenir y combatir de manera eficaz y 
eficiente la corrupción. 

Cabe mencionar que dicha convención fue aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el día 31 de octubre del año 2003, teniendo por objeto el compromiso de 
los Estados Parte en adoptar “medidas preventivas, de combate y de sanción a una serie 
de actos de corrupción en los ámbitos público y privado.”18 Incluso, para nuestro país la 
convención tiene aún mayor relevancia ya que México fue el anfitrión para llevar a cabo la 
firma de este instrumento internacional, celebrado en la ciudad de Mérida, Yucatán, dentro 
de los días 9 al 11 de diciembre de 2003. 

México ratificó la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción el 20 de julio 
del año 2004, y en diciembre del 2005 entró en vigor después de haber obtenido más de 
30 ratificaciones por parte de distintos Estados Parte que la suscribieron. 

Como se mencionó anteriormente, esta Convención en su artículo 1, inciso a), establece 
su propia finalidad, así como el compromiso y obligación por parte de cada Estado Parte 
para llevar a cabo mejores prácticas en contra de la corrupción como lo señala el 
segundo párrafo del artículo 5: 

“Artículo 1 

La finalidad de la presente Convención es: 

a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y 
eficientemente la corrupción;” 

“Artículo 5 

2. Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar prácticas eficaces encaminadas 
a prevenir la corrupción.” 

Además de incluirse una serie de principios respecto: a la colaboración entre países; las 
medidas que deben procurarse para prevenir la corrupción; así como la misma tipificación 
de los distintos delitos relacionados con la función de los servidores públicos y de la 
iniciativa privada; también se le dedica un gran apartado sobre las sanciones. 

Tales sanciones incluyen el actuar de las propias instituciones encargadas de la 
procuración de justicia, y la necesidad sobre la adecuación del derecho interno de cada 
país para lograr los objetivos plasmados en la Convención contra la Corrupción. 

Por lo que el artículo 29 se considera de gran relevancia, en relación a la presente iniciativa, 
ya que en él es posible encontrar los elementos suficientes para que exista en nuestra 
legislación penal la imprescriptibilidad de los delitos cometidos por servidores públicos. 

“Artículo 29. Prescripción. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a 
su derecho interno, un plazo de prescripción amplio para iniciar procesos por cualesquiera 
de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención y establecerá un plazo mayor 



o interrumpirá la prescripción cuando el presunto delincuente haya eludido la administración 
de justicia.” 

Como se puede llegar a apreciar, el artículo 29 de la Convención contra la Corrupción 
establece la consideración de adoptar plazos amplios para ejercer acción penal en contra 
de servidores públicos que cometan delitos por hechos de corrupción, por lo que la 
imprescriptibilidad que se propone puede encuadrarse a esta disposición internacional. 

IV. A continuación se presentan algunos ejemplos de legislación vigente en otros países y 
gobiernos en materia de imprescriptibilidad de los delitos cometidos por servidores públicos, 
donde se destacan los casos de Bolivia, Ecuador, Venezuela y el del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico: 

Constitución Política de Bolivia 

“Artículo 112. Los delitos cometidos por servidores públicos que atenten contra el 
patrimonio del Estado y causen grave daño económico, son imprescriptibles y no admiten 
régimen de inmunidad” 

Ley de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de 
Fortunas, Ley número 004 promulgada por Evo Morales Ayma en marzo de 2010: 

Artículo 29 Bis. (Imprescriptibilidad). De conformidad con el artículo 112 de la 
Constitución Política del Estado, los delitos cometidos por servidoras o servidores 
públicos que atenten contra el patrimonio del Estado y causen grave daño 
económico, son imprescriptibles y no admiten régimen de inmunidad. 

Constitución de la República de Ecuador 

En su artículo 233, particularmente en su segundo párrafo, establece la imprescriptibilidad 
para los delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito: 

“Artículo 233. Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades 
por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán 
responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo y administración de fondos, 
bienes o recursos públicos. 

Las servidoras o servidores públicos y los delegados o representantes a los cuerpos 
colegiados de las instituciones del Estado, estarán sujetos a las sanciones establecidas por 
delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito. La acción para 
perseguirlos y las penas correspondientes serán imprescriptibles y, en estos casos, 
los juicios se iniciarán y continuarán incluso en ausencia de las personas acusadas. Estas 
normas también se aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun cuando no tengan 
las calidades antes señaladas.” 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: 

“Artículo 271. En ningún caso podrá ser negada la extradición de los extranjeros o 
extranjeras responsables de los delitos de deslegitimación de capitales, drogas, 
delincuencia organizada internacional, hechos contra el patrimonio público de otros 



Estados y contra los derechos humanos. No prescribirán las acciones judiciales 
dirigidas a sancionar los delitos contra los derechos humanos, o contra el patrimonio 
público o el tráfico de estupefacientes. Asimismo, previa decisión judicial, serán 
confiscados los bienes provenientes de las actividades relacionadas con los delitos 
contra el patrimonio público o con el tráfico de estupefacientes. 

[...]” 

Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley número 146 de 30 de 
julio de 2012: 

“Artículo 88. Delitos que no prescriben. 

En los siguientes delitos la acción penal no prescribe: genocidio, crimen de lesa 
humanidad, asesinato, secuestro y secuestro de menores, malversación de fondos 
públicos , falsificación de documentos públicos, y todo delito grave tipificado en este 
Código o en ley especial cometido por un funcionario o empleado público en el 
desempeño de la función pública.”19 

Como es posible apreciar, la figura de la no prescripción o imprescriptibilidad, ya se 
encuentra vigente en diferentes ordenamientos de países latinoamericanos, lo cuales 
colocan a los delitos cometidos por servidores públicos en un nivel de gravedad por su 
relación con el patrimonio del Estado y de los recursos o fondos públicos. 

V. En México, en el Título Quinto de nuestro Código Penal Federal podemos encontrar las 
disposiciones generales respecto a la extinción de la responsabilidad penal. Y así como 
podemos encontrar sus distintas modalidades como la amnistía, el perdón del ofendido, el 
reconocimiento de inocencia, y del indulto, también se presenta la figura de la prescripción. 

La prescripción contempla la extinción de la acción penal así como de sus sanciones por el 
simple transcurso del tiempo, la cual deberá cubrir ciertos elementos para que ésta pueda 
ser efectiva. El artículo 105 del Código mencionado, establece que la acción penal podrá 
prescribir en un plazo igual al “término medio aritmético de la pena privativa de la libertad” 
que sea aplicable al delito de que se trate, y ésta no podrá ser efectiva en ningún caso por 
un periodo menor a los tres años. 

Así como se establece la figura de la prescripción, también el Código Penal Federal en su 
artículo 205-Bis contempla la figura de la imprescriptibilidad, específicamente para los 
delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, y que prácticamente son aquellos 
relacionados con pornografía, corrupción, pornografía, y prostitución con menores de edad. 

El Código Penal Federal (CPF), en su título décimo, correspondiente a los delitos cometidos 
por servidores públicos, establece en su artículo 212 que un servidor público es aquella 
persona que se encuentre desempeñando algún cargo dentro de la Administración Pública 
en el Congreso de la Unión, en el Poder Judicial o por el simple hecho de manejar recursos 
públicos federales. Cabe señalar que el mismo artículo contempla que las sanciones 
establecidas en el apartado de delitos cometidos por servidores públicos, también serán 
aplicables a cualquier persona que se vea involucrada en la perpetración de estos delitos. 



Para poder comprender aquellos delitos, en los que la presente iniciativa propone que su 
acción penal y sus sanciones no pierdan efectividad por el simple hecho de haber 
transcurrido cierto tiempo, se propone definir cada uno de éstos: 

Uso ilícito de atribuciones y facultades: Este delito procura que los servidores públicos 
no realicen indebidamente acciones en contra de bienes de la Federación, 
particularmente al momento de otorgar concesiones, permisos o licencias. Incluidas las 
acciones que sean para otorgar cualquier tipo de exención sobre ingresos fiscales o 
sobre bienes y servicios de la administración pública. 

Dentro del delito de uso indebido de atribuciones y facultades de los servidores públicos, 
además del uso indebido de fondos públicos, se incluyen las acciones en los casos donde 
discrecionalmente se “otorgue, realice o contrate obras públicas, deuda, adquisiciones, 
arrendamientos, enajenaciones de bienes o servicios, o colocaciones de fondos y valores 
con recursos económicos públicos.” (Artículo 217, inciso D, CPF) 

Sanción: De seis meses a doce años de prisión, multa de treinta a ciento cincuenta días. 

Concusión: “Comete el delito de concusión: el servidor público que con el carácter de 
tal y a título de impuesto o contribución, recargo, renta, rédito, salario o emolumento, 
exija, por sí o por medio de otro, dinero, valores, servicios o cualquiera otra cosa que 
sepa no ser debida, o en mayor cantidad que la señalada por la Ley.” (Artículo 218, primer 
párrafo, CPF) 

Sanción: Las sanciones se dividen en dos dependiendo del valor de lo exigido 
indebidamente, por lo que puede ser de tres meses a dos años o de dos años a doce 
años de prisión, en ambos casos se establece multa económica. 

Ejercicio abusivo de funciones: Se comete este delito cuando un servidor público 
“otorgue por sí o por interpósita persona, contratos, concesiones, permisos, licencias, 
autorizaciones, franquicias, exenciones, efectúe compras o ventas o realice cualquier 
acto jurídico que produzca beneficios económicos al propio servidor público, a su 
cónyuge, descendientes o ascendientes, parientes por consanguinidad o afinidad hasta 
el cuarto grado, a cualquier tercero con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de 
dependencia administrativa directa, socios o sociedades de las que el servidor público o 
las personas antes referidas formen parte;” o que realice estas mismas acciones con el 
uso de información privilegiada. (Artículo 220 CPF) 

Sanción: De forma similar se hace distinción respecto a la cuantía en que asciendan las 
operaciones ilícitas, de tres meses a dos años o de dos años a doce años de prisión, así 
como su multa económica. 

Tráfico de tnfluencia: Prácticamente para este delito se contemplan las acciones donde 
un servidor público “solicite o promueva cualquier resolución o la realización de cualquier 
acto materia del empleo, cargo o comisión de otro servidor público, que produzca 
beneficios económicos para sí o para cualquiera de las personas” (Artículo 221, CPF) 

Sanción: de dos años a seis años de prisión, y multa económica de treinta a cien días. 



Cohecho: Se comete el delito de cohecho cuando un servidor público solicite o reciba 
dinero o cualquiera otra dádiva, o también que conlleve una promesa, para hacer o dejar 
de realizar un acto relacionado con sus funciones. (Artículo 222, CPF) 

Sanción: Dependiendo del monto del delito se impondrán de tres meses a dos años o de 
dos años a catorce años de prisión, y su multa económica correspondiente. 

Peculado: El artículo 223 del Código Penal Federal señala los cuatro supuestos en los 
que es posible encuadrar este delito, tanto a las acciones propiamente de los servidores 
públicos, pero también hacia cualquier persona que sin tener el carácter de servidor 
público se encuentre involucrada. 

“I. Todo servidor público que para usos propios o ajenos distraiga de su objeto dinero, 
valores, fincas o cualquier otra cosa perteneciente al Estado, al organismo 
descentralizado o a un particular, si por razón de su cargo los hubiere recibido en 
administración, en depósito o por otra causa. 

II. El servidor público que indebidamente utilice fondos públicos u otorgue alguno de los 
actos a que se refiere el artículo de uso indebido de atribuciones y facultades con el 
objeto de promover la imagen política o social de su persona, la de su superior jerárquico 
o la de un tercero, o a fin de denigrar a cualquier persona. 

III. Cualquier persona que solicite o acepte realizar las promociones o denigraciones a 
que se refiere la fracción anterior, a cambio de fondos públicos o del disfrute de los 
beneficios derivados de los actos a que se refiere el artículo de uso indebido de 
atribuciones y facultades, y 

IV. Cualquier persona que sin tener el carácter de servidor público federal y estando 
obligada legalmente a la custodia, administración o aplicación de recursos públicos 
federales, los distraiga de su objeto para usos propios o ajenos o les dé una aplicación 
distinta a la que se les destinó.” 

En cuanto a sus sanciones se contempla lo siguiente: de tres meses a dos años y de dos 
años a catorce años dependiendo del monto de lo distraído indebidamente. De igual forma 
se contemplan sus multas así como una agravante en los casos en que el peculado se 
realice con aportaciones federales, lo que ampliaría en un tercio sus penas. 

Enriquecimiento ilícito: “Existe enriquecimiento ilícito cuando el servidor público no 
pudiere acreditar el legítimo aumento de su patrimonio o la legítima procedencia de los 
bienes a su nombre o de aquellos respecto de los cuales se conduzca como dueño” 
(Artículo 224, CPF) 

Sanción: Además de decomisar los bienes cuya procedencia no pueda ser acreditada, 
se impondrán dependiendo del monto en que ascienda el enriquecimiento ilícito de tres 
meses a dos años y de dos a catorce años de prisión, de igual forma como la mayoría 
de los delitos expuestos en el presente punto se contempla la multa, 

Cabe mencionar que todos los delitos por hechos de corrupción contemplados en el Código 
Penal Federal, establecen la pena de “destitución e inhabilitación para desempeñar empleo, 
cargo o comisión públicos, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, 



servicios u obras públicas, concesiones de prestación de servicio público o de explotación, 
aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la Federación” (art. 212 CPF) 

Por todo lo anteriormente expuesto se somete a la consideración la siguiente iniciativa con 
proyecto de: 

Decreto 

Que reforma y adiciona al artículo 212 del Código Penal Federal en materia de delitos por 
hechos de corrupción. 

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo 212 del Código Penal Federal 
para quedar como sigue: 

Artículo 212 . [...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

Será imprescriptible la acción penal y sanciones por cometer los delitos de uso ilícito de 
atribuciones y facultades, concusión, ejercicio abusivo de funciones, tráfico de influencias, 
cohecho, peculado, enriquecimiento ilícito, y cualquier otro delito grave que cometa un 
servidor público que le genere beneficios económicos, a sí mismo o para su cónyuge, 
parientes consanguíneos, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones 
profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor 
público o las personas antes referidas formen parte. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. Se deroga toda aquella disposición que contravenga el presente Decreto. 

Notas 

1¿Dónde se encuentra México en el Índice de Percepción de la Corrupción 2014? Transparencia 
Mexicana 02/12/2014 

www.tm.org.mx 



2 Índice de Percepción de la Corrupción 2015, Transparencia Internacional, www.transparency.org 

3 Inegi, Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (ENCIG) 2013 www.inegi.org.mx 

4 Ibídem. 

5 Ibídem. 

6 Ibídem. 

7 Ibídem. 

8 Inegi, Encuentra Nacional de Victimización y Percepción Sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2015 
www.inegi.org.mx 

9 Ibídem. 

10 Amparo Casar, María, “México: Anatomía de la Corrupción ”, Centro de Investigación y Docencia 
Económicas y el Instituto Mexicano para la Competitividad, 2015 pág. 6 

11 Ibídem. Pág. 11 

12 Al respecto en el documento México: Anatomía de la Corrupción, en su página 16, gráfica 7, se 
presenta precisamente la relación entre el PIB per cápita y el Índice de Percepción de la Corrupción, 
donde evidentemente existe una tendencia de menor corrupción en los países con mayor desarrollo 
económico. 

13 Amparo Casar, María op. cit., pág. 29 

14 Ibídem. Pág. 28 

15 Amparo Casar, María op. cit., pág. 45 

16 Ibídem. Pág. 45 

17 Ibídem. 

18 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, Naciones Unidas, Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, www.unodc.org 

19 Código Penal de Puerto Rico, Ley número 146 de 30 de julio de 2012, Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico, Departamento de Estado www.estado.pr.gov 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de febrero de 2018, 

Diputada Verónica Delgadillo García (rúbrica) 
 


